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Procesados: AMC Y JJMG 

Delitos: Concierto para delinquir agravado; homicidio en grado de tentativa; homicidio; fabricación, tráfico y porte de armas de fuego; y uso de menores para la comisión de delitos. 

Rad. # 66 001 60 00000 2019 00144 01

Procede: Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira

Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de auto que inadmitió unas pruebas

Decisión: Confirma el auto confutado.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / SOLICITUDES PROBATORIAS / PERTINENTECIA / CONDUCENCIA / UTILIDAD
SOLICITUD PROBATORIA – Carga argumental de la parte solicitante.
… En ese orden de ideas, se tiene que, como bien se desprende del contenido del artículo 357 del C.P.P., la parte que solicita la práctica de una prueba en el juicio oral adquiere la carga argumentativa de sustentar sobre la pertinencia; la conducencia y la utilidad de sus pretensiones probatorias. 
CONDUCENCIA, PERTINENCIA Y UTILIDAD DE LA PRUEBA – Concepto.
… Con lo dicho, la Sala válidamente puede concluir que una prueba es considerada como pertinente cuando lo que se pretende probar con la misma tiene relación con los hechos materia de la acusación, o cuando esté intrínsecamente relacionada con temas que tienen que ver con la responsabilidad o la ausencia de responsabilidad penal del acriminado. 
… En cambio, una prueba es conducente, cuando el medio de conocimiento deprecado tiene la capacidad o el suficiente poder suasorio que se requiere para que el Juzgador pueda llegar a ese grado de conocimiento o de convicción que necesita respecto del contenido de la decisión que vaya a adoptar. 
… A su vez una prueba es útil, acorde con el beneficio que eventualmente le vaya a aportar al proceso frente a la acreditación de las tesis antagónicas propuestas por las partes.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL # 4
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Aprobado por Acta #153
Pereira, diecisiete (17) de febrero de dos mil veinticinco (2.025) 

Hora: 10:50 a.m.
Procesados: AMC y JJMG
Delitos: Concierto para delinquir agravado; homicidio en grado de tentativa; homicidio; fabricación, tráfico y porte de armas de fuego; y uso de menores para la comisión de delitos. 

Rad. # 66 001 60 00000 2019 00144 01
Procede: Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira
Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de auto que inadmitió unas pruebas
Temas: Procedencia de la inadmisión de una prueba por falta de sustentación de la solicitud probatoria. 
Decisión: Confirma el auto confutado. 

VISTOS:

Procede la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el subsidiario recurso de alzada interpuesto por la Defensa del ciudadano JJMG en contra de la providencia interlocutoria adoptada en las calendas del 23 de enero de 2.024, por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira,
 en el devenir de la audiencia preparatoria celebrada dentro del proceso que se sigue en su contra y del señor AMC por la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir agravado; homicidio en grado de tentativa; homicidio; fabricación, tráfico y porte de armas de fuego; y uso de menores para la comisión de delitos.
ANTECEDENTES:

Acorde con lo consignado en el escrito de acusación, se dice que los ciudadanos AMC y JJMG — Alias “la Huesuda” — hacen parte de una organización delincuencial dedicada al tráfico de sustancias estupefacientes en menores cantidades (marihuana, bazuco y cocaína), con área de injerencia en Risaralda en los municipios de la Celia y Santuario, a la que se le atribuyen los siguientes hechos:

· El homicidio por proyectil de arma de fuego de DAVID VELEZ OSPINA, alias “el Flaco”, ocurrido el día 1º de julio de 2018 en la vereda el Cedral del municipio de Santuario, el cual se atribuye, entre otros, al procesado JJMG — alias la Huesuda —.

· La tentativa de homicidio con arma de fuego contra DIDIER MARULANDA CRUZ, alias “La bruja”, ocurrida el día 10 de julio de 2018 en la vereda El Silencio del municipio de Santuario, lo cual se atribuye, entre otros, al Sr. JJMG, alias “la Huesuda” como autor mediato, presuntamente, perpetrado al considerar que la víctima era campanero o colaborador de «los Peyes o Popeyes».
· El homicidio con arma de fuego de LUIS FERNANDO PEREZ NARANJO, alias "Keko", ocurrido el día 01 de noviembre de 2018, en el sector de Puerto Buñuelo, Vereda el Silencio en el municipio de Santuario.
· El homicidio con arma de fuego de NESTOR LEANDRO TANGARIFE OSPINA, ocurrido el 1 de septiembre de 2018, sobre vía pública de la Cra. 9a entre calles 10 y 11 del barrio la Estrella en Santuario (Risaralda), presuntamente determinado por JJMG, alias “la Huesuda”.
· El homicidio de CARLOS ALBERTO GUTIERREZ RAMIREZ, alias “Arredondo o Frijolito”, ocurrida la primera semana del mes de noviembre de 2018 en el sector de la Laguna en el municipio de La Celia.
Luego de realizadas las correspondientes pesquisas, se logró determinar que dicho grupo de delincuencia organizada es liderado presuntamente por JJMG, alias “la Huesuda”, y está conformada por al menos 18 personas cuya labor se encuentra claramente diferenciada, entre el transporte y distribución de las sustancias estupefacientes y la línea de sicariato. 
También pudo establecerse que la organización cuenta con uniformados de la Policía Nacional que colaboran con la actividad delictiva, entre los que se encuentra el patrullero AMC.
SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Los días 9, 11 y 12 de septiembre de 2.019, ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de La Celia, con funciones de control de garantías, se llevaron a cabo las siguientes audiencias preliminares: a) Se impartió legalidad a la captura del ciudadano JJMG, la cual fue precedida de una orden judicial; b) la Fiscalía le imputó cargos al mencionado ciudadano por incurrir en la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir agravado, con fines de homicidio y tráfico, fabricación o porte de estupefacientes; tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, verbo rector “conservar”; homicidio con circunstancias de mayor punibilidad; fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, verbo rector “portar”; y uso de menores para la comisión de delitos, verbo rector “instrumentalizar”; de conformidad con los artículos 340 incisos 2 y 3, 376 inciso 2, 103, 365 y 188D del C.P. Asimismo, al ciudadano AMC, se le endilgaron cargos por el punible de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico, fabricación o porte de estupefaciente, tipificado en los artículos 340 inciso 2 y 342 del C.P.; c) Al Sr. JJMG se le definió su situación jurídica con medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, y respecto del Sr. AMC, se dispuso su libertad.
2) Una vez presentado el escrito de acusación, el conocimiento de la actuación le correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, ante el cual, en las calendas del 27 de abril de 2.020, se celebró la audiencia de aprobacion de preacuerdo y lectura de sentencia en contra del Sr. JJMG, quien se allanó a los cargos por la conducta punible de concierto para delinquir agravado. 

En esas mismas calendas, se formuló acusación en contra del ciudadano AMC, en los mismos términos de la formulación de imputación.

3) El 26 de mayo de 2.020 se llevó a cabo la audiencia formulación de la acusación en contra del procesado JJMG, vista pública en la que la Fiscalía reiteró los mismos cargos endilgados al procesado en la audiencia de formulación de la imputación, a excepción del reato de concierto para delinquir agravado, en razón al allanamiento a cargos anteriormente manifestado. 

4) En virtud a lo preceptuado en el Acuerdo CSJRIA22-289, aclarado por el CSJRIA22-296, proferidos por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, el 12 de enero de 2.023 el proceso se remitió al Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, donde, luego de varios intentos, se realizó la audiencia preparatoria el 23 de enero de 2.024, en la cual el Juzgado de primer nivel no admitió, como pruebas de la Defensa del Sr. JJMG, los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, decisión frente a la cual, la Defensa interpuso, como principal, un recurso de reposición, y uno subsidiario de apelación. 

5) Al desatar el recurso horizontal, el Juzgado A quo, no repuso el proveído recurrido, al considerar que la defensa del procesado JJMG no había puntualizado cuál había sido el error de apreciación que tuvo al momento de inadmitir la prueba, observando que aquello que había tratado el togado, era de complementar la sustentación que no hizo en su momento respecto a la solicitud probatoria, olvidando que se trata de una etapa preclusiva. 

Por lo anterior, se centró en los argumentos inicialmente dados por el defensor, para indicar que no se había cumplido con la carga de señalar la pertinencia de las pruebas, que no es más que indicar la relación directa o indirecta con los hechos investigados, así como tampoco, precisó de qué manera iban a atacar los hechos jurídicamente relevantes, o de qué forma dichos testimonios iban a minar la credibilidad de los testigos. Por tanto, concedió la alzada.
LA PROVIDENCIA OPUGNADA:

Como ya se dijo, se trata de la providencia interlocutoria adoptada en las calendas del 23 de enero de 2.024, por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, con funciones de conocimiento, en el devenir de la audiencia preparatoria celebrada dentro del proceso que se sigue en contra de los ciudadanos AMC Y JJMG, quienes fueron acusados de incurrir en la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir agravado; homicidio en grado de tentativa; homicidio; fabricación, tráfico y porte de armas de fuego; y uso de menores para la comisión de delitos, mediante la cual no se admitieron los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, solicitados por la defensa del procesado JJMG.
Los argumentos expuestos por el Juzgado de primer nivel para denegar las aludidas pruebas testimoniales consistieron en argüir que por parte de la defensa no se argumentó, de manera suficiente, de qué manera iban a establecer una oposición frente a los hechos objeto de investigación.

En ese sentido, precisó que era obligación de la defensa explicar al Despacho, de qué manera los testimonios guardaban relación, directa o indirecta, con los hechos; sin que haya quedado claro de qué forma se controvertirían los sucesos por los que fue acusado su prohijado con dichos elementos. Así, se tiene que los argumentos del togado fueron los mismos, los cuales no superaron lo establecido en el artículo 375 C.P.P. en cuanto a la pertinencia probatoria. 
LA ALZADA:

Al expresar su inconformidad, la Defensa del ciudadano JJMG adujo que de manera clara y concisa había sustentado la pertinencia, conducencia y utilidad de los elementos materiales presentados, los cuales son necesarios para la teoría de la defensa como quiera que, en el interrogatorio rendido por NORBERTO ANTONIO LÓPEZ ÚSUGA, como uno de los testigos de la Fiscalía el 12 de octubre del 2018, se menciona a los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, en el sentido de que estaban financiando a “Los Pelles” e iban a “matar” con armas de fuego proporcionadas por “la Huesuda”. 
En ese sentido, la pertinencia y conducencia de los testimonios tiene que ver con las circunstancias mencionadas por el testigo de la Fiscalía, que se refiere a unas personas que hacían parte de una organización denominada “los Pelles”, y por tanto, lo que se pretende es tachar de falsa la credibilidad de NORBERTO ANTONIO LÓPEZ Úsuga y así, controvertir la teoría del caso del Ente Acusador.
De acuerdo con ello, con las pruebas solicitadas se podrá develar si el testigo de la Fiscalía dice o no la verdad, pues el señor NORBERTO ANTONIO LÓPEZ ÚSUGA vincula al señor JOHN JAMES MONTOYA con una cantidad de personas y con una cantidad de homicidios.

En consecuencia, la Defensa deprecó por la revocatoria de la decisión confutada, para que en su lugar se ordene la práctica de los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA.
LAS RÉPLICAS:
Al ejercer el derecho de réplica, tanto la Fiscalía como el Procurador Judicial, en sus alegatos de no recurrentes se opusieron a las pretensiones de la alzada, y en consecuencia solicitaron la confirmación del proveído confutado. 

- La Fiscalía, manifestó que en el proceso penal, las etapas y ritualidades eran preclusivas y por tanto, cuando se solicita el decreto de las pruebas, era ese el momento adecuado para la debida sustentación, y para el caso concreto, en dicha oportunidad la defensa no hizo alusión a que las pruebas se encontraban relacionadas con su teoría del caso.
Así las cosas, encontró que no se justificó ni la pertinencia ni la utilidad de los testimonios, ni sustentó en el recurso, porqué con los argumentos de su solicitud probatoria, sí se había superado el test de pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas.

- El delegado del Ministerio Público, precisó que para determinar si habría o no de reponerse la decisión, debía el A quo remitirse a lo que inicialmente se sustentó, más no al discurso propuesto en el recurso, donde lo que hizo la defensa, fue alimentar la solicitud probatoria. 

En ese orden de ideas, si nos remitimos a las pruebas inadmitidas, se tiene que ninguna permite indicar al Juez y a las partes cómo van a sustentar la teoría del caso de la defensa, o cómo van a permitir destruir la teoría del caso de la Fiscalía.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de una determinación proferida en primera instancia por un Juzgado Penal, con categoría de Circuito, que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

- Problema Jurídico:

De la sustentación del recurso de alzada y de lo expresado por los no recurrentes, se desprende como problema jurídico el siguiente: 
¿A fin de determinar la admisión de las pruebas solicitadas por la defensa, resultó suficiente lo sustentado por la defensa del procesado JJMG, al momento de solicitar el decreto de los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, de manera tal que demostró que los mismos son conducentes, pertinentes y útiles para el proceso?
- Solución: 

Teniendo en cuenta que el tema puesto a consideración de la Colegiatura gira en torno al escenario de la inadmisión de unas pruebas testimoniales deprecadas por la Defensa del procesado JJMG en el devenir de la audiencia preparatoria, la Sala, a fin de determinar si le asiste o no la razón a la tesis de la inconformidad propuesta por el recurrente, o si por el contrario el proveído opugnado amerita ser confirmado, de manera preliminar se llevará a cabo un breve análisis sobre los presupuestos de admisibilidad de las pruebas en el escenario de la pertinencia, conducencia y utilidad probatoria, reiterando lo ya dicho por esta Sala de Decisión en providencias anteriores
.
En ese orden de ideas, se tiene que, como bien se desprende del contenido del artículo 357 del C.P.P., la parte que solicita la práctica de una prueba en el juicio oral adquiere la carga argumentativa de sustentar sobre la pertinencia; la conducencia y la utilidad de sus pretensiones probatorias. Así tenemos, según la jurisprudencia, que «la prueba es conducente cuando ostenta la aptitud legal para forjar certeza en el juzgador, lo cual presupone que el medio de convicción esté autorizado en el procedimiento…»
.

A su vez, en lo que atañe con la pertinencia, «en materia probatoria, significa que las pruebas deben versar sobre hechos que conciernen al debate, con la aclaración de que la expresión “hechos” no alude únicamente a la conducta en sentido típico, sino a la conducta y sus circunstancias…»
.

Finalmente, una prueba se considera útil, «cuando reporta algún beneficio, por oposición a lo superfluo o innecesario…»
. 

Con lo dicho, la Sala válidamente puede concluir que una prueba es considerada como pertinente cuando lo que se pretende probar con la misma tiene relación con los hechos materia de la acusación, o cuando esté intrínsecamente relacionada con temas que tienen que ver con la responsabilidad o la ausencia de responsabilidad penal del acriminado. 

En cambio, una prueba es conducente, cuando el medio de conocimiento deprecado tiene la capacidad o el suficiente poder suasorio que se requiere para que el Juzgador pueda llegar a ese grado de conocimiento o de convicción que necesita respecto del contenido de la decisión que vaya a adoptar. A su vez una prueba es útil, acorde con el beneficio que eventualmente le vaya a aportar al proceso frente a la acreditación de las tesis antagónicas propuestas por las partes.
Ahora bien, tal como se indicó, la parte que pretende el decreto de una prueba, tiene la carga de generar en el Juez la convicción de que el elemento solicitado es conducente, pertinente y útil, y en ese sentido, es necesario que dicha argumentación se refiera de manera concreta a los hechos materia de investigación o a las pretensiones específicas de la parte solicitante. 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Penal ha establecido:
“De ahí que la argumentación que en este sentido efectúen las partes dependerá, en cuanto a la relevancia o pertinencia de la prueba, de la mayor o menor complejidad de los enunciados fácticos que los medios de convicción solicitados busquen probar, análisis que deberá hacerse teniendo en cuenta los hechos materia de imputación, así como las pretensiones (ya sean de acusación o de defensa) de los interesados, en razón de la teoría del caso que vaya perfilándose en cada situación particular.

De esta manera, si el enunciado fáctico propuesto con la solicitud probatoria tiene directa relación con el hecho jurídicamente relevante atribuido en el pliego de cargos (ya sea para demostrar su existencia o inexistencia), es obvio que cualquier prueba de este tipo resultará importante para los fines del proceso.

Situación más difícil se produce cuando la proposición fáctica a la que alude el medio probatorio versa respecto de un hecho secundario o accesorio, del cual podrían derivarse consecuencias lógicas relativas a la situación fáctica imputada. En estos casos, a la parte interesada le corresponde argumentar suficientemente dicha relación o, lo que es lo mismo, establecer de manera razonable el criterio a partir del cual sea posible formular la inferencia que va del hecho secundario al que cuenta con trascendencia jurídica y necesita ser demostrado (Cf. Taruffo, Michele, La prueba de los hechos, Editorial Trotta, Madrid, 2002, p. 365.).”
 (Subrayas fuera de texto)
En ese orden de ideas, se tiene que entre más atenuado sea el vínculo de la prueba solicitada con los hechos materia de investigación, el sustento para su solicitud se hace más exigente, a fin de obtener en el Juez la convicción suficiente respecto a la necesidad de la prueba en el sentido de que aportará al proceso lo suficiente para develar la verdad procesal de lo puesto a su consideración.
Al aplicar lo anterior al caso en estudio, para la Sala es claro, tal como fue expresado por los sujetos procesales no recurrentes, y por el mismo Juzgado A quo en la resolución del recurso de reposición, que el recurrente en la argumentación del recurso, lo que en verdad hizo fue pretender ampliar la sustentación de la solicitud probatoria, encontrándose así, que el Juzgado de primer nivel procedió de manera atinada al inadmitir los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, debido a que se está en presencia de unas pruebas que se tornaban en impertinentes en razón a la deficiencia de su solicitud; así como por inconducentes e inútiles por cuanto lo que los ciudadanos declararán, de acuerdo con lo manifestado inicialmente por la defensa del Sr. JJMG, no guarda relación con los hechos materia del proceso; sumado a que lo que vayan a declarar, no le aportará nada útil al proceso. 
Para poder demostrar la anterior hipótesis, necesariamente la Sala debe de tener en cuenta lo que pretende demostrar la Defensa con esas pruebas, quien, de lo que adujo sobre la conducencia, pertinencia y utilidad de las susodichas pruebas, manifestó que con las mismas: se daría cuenta de todo lo relacionado con los hechos, cuándo y cómo se habían enterado de los mismos; las acciones que realizaron; si conocen al ciudadano JJMG; si han tenido problemas o negocios con él y de qué tipo; si en algún momento recibieron amenazas por parte de él; si conocen a “Los Pelles”; cómo estaba integrada la banda; qué relación tienen con esa banda, y si existió. Todo con el fin de probar la teoría del caso de la defensa en el sentido que su prohijado no es responsable de los hechos por los que fue acusado. 
Por lo tanto, de lo argumentado de forma genérica por la Defensa, se tiene que es vaga la relación de los testimonios solicitados con los hechos materia de investigación, y por tanto, de la misma no logra determinarse claramente de qué manera, tales testigos se relacionan con los hechos -dos homicidios, una tentativa de homicidio, porte de arma de fuego y el uso de menores en la comisión de delitos- y a cuáles de ellos de manera específica se referirán; tampoco se comprende -sin la argumentación que de manera extemporánea ofreció-, en qué se hace relevante hablar de la organización “Los Pelles”, cuando de conformidad con el escrito de acusación, no se trata de la que fuere presuntamente dirigida por alias “la Huesuda”; ni tampoco, se advierte de formal clara, cómo estas declaraciones darán fe de la inocencia del ciudadano JJMG.
Con lo dicho, para la Sala es claro que se está en presencia de unas pruebas que además de impertinentes e inconducentes, no le aportarán nada útil ni relevante al proceso, pues como se anotó en precedencia, aparentemente serían traídos por la defensa del Sr. JJMG unos testigos para que declararan además, sobre su conocimiento y relación con una banda delincuencial denominada “Los Pelles”, de la que, en relación a los hechos acusados, únicamente se hace mención en el sentido de que, el presunto móvil para la tentativa de homicidio con arma de fuego contra DIDIER MARULANDA CRUZ, alias “La Bruja”, era que el mismo se consideraba que era campanero o colaborador de esta organización.
En ese sentido, se tiene que los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA no son de utilidad para el proceso en atención a que nada develaran respecto de la verdad de los hechos objeto de investigación, sino que sus dichos, además, se referirán a su relación con el procesado, sin que se haya explicado en su momento cómo se relacionarían con su inocencia; así como tampoco, en el momento oportuno para ello, determinó la Defensa que dichas pruebas se utilizarían para minar la credibilidad de uno de los testigos de la Fiscalía, como bien lo explicó en la sustentación del recurso.
Frente a ello, es importante precisar que de conformidad con los postulados que orientan al principio de la preclusión de instancia, tal como lo señalaron el Juzgado A quo y las partes no recurrentes, no es posible que en esta etapa, una vez concluida la correspondiente a la solicitud probatoria, se retrotraiga la actuación con el fin de que puedan ser tomados los nuevos argumentos de la defensa para emitir un decreto probatorio.
Así, acorde con el aludido principio se tiene que:  

“Se entiende por tal (sic) división del proceso en una serie de momentos o periodos fundamentales, que algunos han calificado de compartimientos estancos, en los cuales se reparte el ejercicio de la actividad de las partes y del juez de manera que determinados actos procesales deben corresponder a determinado periodo, fuera del cual no pueden ser ejercitados y si se ejecutan no tienen validez. Es una limitación que puede ser perjudicial para la parte que por cualquier motivo deja de ejercitar oportunamente un acto de importancia para la suerte del litigio….”
. 
En fin, la Sala válidamente puede concluir que se tornaban en impertinentes, inconducentes e inútiles los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA, y por ende el Juzgado de primer nivel procedió de manera correcta al ordenar la inadmisión de esa prueba deprecada por la Defensa.   
Siendo así las cosas, al no asistirle la razón a la tesis de la inconformidad propuesta por el recurrente en la alzada, la Sala procederá a confirmar el proveído opugnado. 
Finalmente, como quiera que el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, despacho que emitió la decisión objeto de alzada, fue traslado de este Distrito Judicial hacia el Distrito Judicial de Manizales, conforme lo dispuso el Consejo Superior de la Judicatura mediante el acuerdo PCSJA23-12124, se ordena que la causa sea remitida al Centro de Servicios Judiciales Administrativos SPA de esta ciudad, para que sea repartida entre los Juzgados Penales del Circuito Especializado de Pereira, y sea ese despacho judicial quien continúe conociendo de la actuación, lo cual se comunicará al Juzgado 002 Penal del Circuito Especializado Itinerante de Manizales para lo propio. 
De igual manera, a modo de colofón, la Sala considera que en el presente asunto no es necesario llegar a cabo la correspondiente audiencia de lectura de lo resuelto y decidido por la Colegiatura, lo cual se torna en algo innecesario y superfluo, dado que se está en presencia de una providencia interlocutoria de 2ª instancia en contra de la cual no procede ningún tipo de recurso.
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR, la providencia interlocutoria adoptada en las calendas del 23 de enero de 2.024, por parte del otrora Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, en el devenir de la audiencia preparatoria celebrada dentro del proceso que se sigue en contra de los ciudadanos AMC Y JJMG, quienes fueron acusados de incurrir en la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir agravado; homicidio en grado de tentativa; homicidio; fabricación, tráfico y porte de armas de fuego; y uso de menores para la comisión de delitos, mediante la cual no se admitieron los testimonios de los Sres. ANYELO ENRIQUE GIRALDO GARCÍA, WILFREDO ANTONIO GIRALDO GARCÍA y JOSÉ JULIÁN GIRALDO GARCÍA.   

SEGUNDO: ABSTENERNOS de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente proveído de 2ª instancia, y en consecuencia se ORDENARÁ que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones.
TERCERO: ORDENAR la remisión de la presente causa al Centro de Servicios Judiciales Administrativos SPA de esta ciudad, para que se reparta entre los Juzgados Penales del Circuito Especializado de Pereira y sea ese despacho judicial quien continúe conociendo de la actuación, lo cual se comunicará al Juzgado 002 Penal del Circuito Especializado Itinerante de Manizales para lo propio.
TERCERO: DECLARAR que en contra de esta decisión de 2ª instancia no procede recurso alguno.                              

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA 

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

� Hoy Juzgado 002 Penal del Circuito Especializado Itinerante de Manizales en virtud del Acuerdo PCSJA23-12124 del 19 de febrero de 2023.


� Ver Auto de segunda instancia aprobado por Acta # 732 del 29 de julio de 2.024, Rad. # 05 001 60 00027 2022 50795 01; Auto de segunda instancia aprobado por Acta # 622 del 28 de junio de 2.024, Rad. # 66 001 60 00035 2019 01157 01; Rad. # 66 001 60 00 035 2018 01003 03, entre otros.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª Instancia del 11 de septiembre de 2.013. Rad. #  41790.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia del 25 de enero de 2023. SP009-2023. Rad. # 61806.


� Corte suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del 11 de septiembre de 2013. Rad. #  41790.


� Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia de fecha 08 de junio de 2011, radicado # 35130.


� DEVIS ECHANDÍA, HERNANDO: Teoría General del Proceso. Página # 43. Reimpresión 5ª Edición. Editorial Temis. 2.015. 
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